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De: Barreto Bejarano Diego S�vens <t_dbarreto@fiduprevisora.com.co>  
Enviado el: domingo, 22 de noviembre de 2020 6:01 p. m. 
Para: Despacho 03 Tribunal Administra�vo - Meta - Villavicencio <des03tamet@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
CC: contacto@abogadosomm.com 
Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA_500012333000201900444 - LUIS URIAS VILLAR GUTIERREZ
 
 
Cordial Salud,
 
RADICADO 500012333000201900444 - LUIS URIAS VILLAR GUTIERREZ
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DE DERECHO
DEMANDANTE 500012333000201900444 - LUIS URIAS VILLAR GUTIERREZ

DEMANDADO
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO

ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA
 
 
Gen�lmente estamos enviando la contestación al radicado de la referencia.
 
Por favor confirmar el recibido.
 
Atentamente,
 
DIEGO BARRETO BEJARANO
Abogado
Defensa Jurídica  - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG)
CEL. 3013232115



Calle 72 # 10 – 03
Bogotá, Colombia.
 
 
 
 
Por favor considere su responsabilidad ambiental antes de imprimir este correo electrónico
 
De manera atenta nos permi�mos comunicarles que el único medio autorizado para recibir no�ficaciones
judiciales es el correo notjudicial@fiduprevisora.com.co y procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co; por
lo anterior solicitamos que toda solicitud sea redirigida a los correos en mención.
 
En caso de no ser usted el competente y con fundamento en el Art. 139 de la Ley 1564 de 2012 que establece:
“Siempre que el juez declare su incompetencia para conocer de un proceso ordenará remi�rlo al que es�me
competente.(…)”, comedidamente requerimos sea realizado el respec�vo traslado.
 
La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser u�lizada por la
persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión,
distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este correo, por favor
reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La
respuesta a este correo con el envío de información personal, propia o de terceros, implica su aceptación
inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las
finalidades contenidas en la polí�ca de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co,
en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como �tular de información para realizar
consultas, pe�ciones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A.
Así mismo, podrá solicitar información rela�va a protección de datos personales en los siguientes canales de
atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico:
protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ
GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 /
6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm,
lunes a viernes en jornada con�nua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas
contra las en�dades vigiladas en forma obje�va y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
ins�tución. Usted puede formular sus quejas contra la en�dad con des�no al Defensor del Consumidor en
cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la en�dad. Asimismo,
�ene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en
aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la
presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma
contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Iden�ficación 3.
Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido
vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su
descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información
contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.
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Señores: 
 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 
MAGISTRADO: Héctor Enrique Rey Moreno 

E.          S.           D. 

 

 

RADICADO No. 50001233300020190044400 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE LUIS URIAS VILLAR GUTIERREZ 

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-FOMAG 

ASUNTO Contestación de demanda. 

 

 

DIEGO STIVENS BARRETO BEJARANO, identificado con la cédula de ciudadanía número 

1.032.362.658 de Bogotá y T.P. 294.653 del C.S. de la J., en mi condición de apoderado sustituto 

de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRES-

TACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme el poder a mi otorgado, por el Doctor LUIS 

ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado con cedula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá 

D.C., en su calidad de Representante Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN NACIONAL, en los procesos judiciales que en su contra se adelanten con ocasión 

de obligaciones a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO, de acuerdo con la certificación suscrita por la Representante Legal de FIDUPREVISORA 

S.A,  de fecha 21 de febrero de 2019, y según el Poder General que le fue otorgado mediante 

Escritura Pública N° 522 del 28 de marzo de 2019, que lo faculta para otorgar poderes especiales 

a los abogados que asuman la defensa judicial; doy respuesta a la demanda de la referencia en 

los siguientes términos:   
 

CONSIDERACIONES PREVIAS 

 

LA NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

Y DE LA FINALIDAD DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL:  

 

Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia 

patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las 
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prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados, efectuando el pago de dichas 

prestaciones, que correspondan al personal afiliado y garantizando la prestación de los servicios 

médico-asistenciales, entre otros aspectos. 
 

Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, entre otras 

por Sociedades Fiduciarias de naturaleza pública, en los siguientes términos:  
 

“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 

contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados 

por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado 

tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el 

correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones 

necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, 

en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una 

suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos que se 

generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación 

Nacional.  
  

El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 

descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 

unidad.”  
  

Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las 

prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 

vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia 

del Artículo 2o, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán 

automáticamente afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de 

la promulgación de la presente Ley, quienes quedan eximidos del requisito económico 

de afiliación. Los requisitos formales que se exijan a éstos, para mejor administración 

del Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos ya asumidos por las entidades 

antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en los convenios 

interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir todos los 

requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica.1   
 

                                                           
1 Ley 91 de diciembre 29 de 1989: Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magiste-
rio; (negrillas fuera de texto). 
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En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha 

considerado que, (i) se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 

sin personería jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, 

de carácter indirecto del orden nacional, (Fiduciaria La Previsora S.A.), vinculada al Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica y autonomía administrativa. 

 

Por lo anterior, la misma normativa que crea el fondo, establece el mecanismos por el cual este 

actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello que la norma 

preestablece que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad 

fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En 

cumplimiento de la misma, el Ministerio de Educación Nacional y la Compañía Fiduprevisora S.A., 

suscribieron: “CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante escritura 

pública N° 83 del veintiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del círculo 

notarial de Bogotá D.C., en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como Fideicomitente 

y la compañía Fiduprevisora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir una fiducia 

mercantil sobre los Recursos que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, en adelante –EL FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, 

invierta y destine al cumplimiento de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las 

instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.  
 

El fundamento de la intervención procesal por parte de la FIDUCIARIA, se encuentra en el 

cumplimiento de sus obligaciones de carácter legal dado los elementos “naturales” del contrato, 

es así como el código de comercio en su artículo 1234 Numeral cuarto reza: 

 

“ARTICULO 1234. <OTROS DEBERES INDELEGABLES DEL FIDUCIARIO>. Son deberes 

indelegables del fiduciario, además de los previstos en el acto constitutivo, los 

siguientes: 

 

1) Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la consecución de la 

finalidad de la fiducia; 

 

2) Mantener los bienes objeto de la fiducia, separados de los suyos y de los que 

correspondan a otros negocios fiduciarios; 

 

3) Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la forma y con los 

requisitos previstos en el acto constitutivo, salvo que se le haya permitido obrar del 

modo que más conveniente le parezca; 

 

4) llevar la personería para la protección y defensa de los bienes 

fideicomitidos contra actos de terceros, del beneficiario y aún del mismo 

constituyente; 
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5) Pedir instrucciones al Superintendente Bancario cuando tenga fundadas dudas 

acerca de la naturaleza y alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las 

autorizaciones contenidas en el acto constitutivo, cuando así lo exijan las 

circunstancias. En estos casos el Superintendente citará previamente al fiduciante y 

al beneficiario; 

 

6) Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del negocio fiduciario, para lo 

cual todo acto de disposición que realice será siempre oneroso y con fines lucrativos, 

salvo determinación contraria del acto constitutivo; 

 

7) Transferir los bienes a la persona a quien corresponda conforme al acto constitutivo 

o a la ley, una vez concluido el negocio fiduciario, y 

 

8) Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario cada seis meses.”2 
 

Ahora bien, una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE 

EDUCACIÓN, FIDUPREVISORA y FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO “FOMAG”, es preciso referirnos a la demanda de la referencia para dar contestación 

bajo los siguientes parámetros: 

 

I. A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones por cuanto tanto las declarativas como las de 

restablecimiento del derecho no están llamadas a prosperar en contra de mi representada, por las 

razones que se expondrán más adelante. 
 

DECLARATIVAS 

 

A LA PRIMERA: Me opongo, Me opongo toda vez que el acto administrativo que se pretende 

anular, se encuentra ajustado a derecho en razón que fue emitida de conformidad con la legislación 

aplicable al caso concreto, en consecuencia, no está inmerso en causal de nulidad alguna. 
 

A LA SEGUNDA: Me opongo, como quiera que la pretensión no está vinculando a mi 

representada. 
 

A LA TERCERA: Me opongo, que se condene al reconocimiento y pago de las cesantías 

anualizadas de la actora, toda vez que las mismas se encuentran prescritas, argumentos que se 

pasan a exponer en la parte motiva de la presente contestación. 
 

                                                           
2 Código de Comercio Colombiano; Artículo: 1234. Negrillas fuera de texto 
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A LA CUARTA: Me opongo, teniendo en cuenta que hace referencia a una pretensión subsidiaria 

que sufrirá la suerte de la principal. 
 

A LAS DE CONDENA. 

 

PRIMERA.- Me Opongo, a que se condene al reconocimiento y pago de las cesantías anualizadas 

del señor  LUIS URIAS VILLAR GUTIERREZ, toda vez que las mismas se encuentran prescritas, 

argumentos que se pasan a exponer en la parte motiva de la presente contestación. 
 

SEGUNDA- Me opongo, debido a que al ser esta pretensión legitimada como efecto de la anterior, 

al no prosperar la pretensión primera, indefectiblemente no está llamada a prosperar la pretensión 

segunda. 

TERCERA: Me opongo, toda vez que la pretensión carece de fundamento JURÍDICO por cuanto 

no procede la “indexación” ni los “intereses moratorios” en este estadio jurídico. 
 

CUARTA- Me opongo, debido a que al ser esta pretensión legitimada como efecto de la anterior, 

al no prosperar la pretensión tercera, indefectiblemente no está llamada a prosperar la pretensión 

cuarta. 
 

QUINTA: Me opongo, debido a que no se encuentra legitimada ninguna de las pretensiones 

incoadas ni se demuestra mala fe por parte de mi poderdante, por tanto,  la presente pretensión 

no está llamada a prosperar. 

 

II. A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: No le consta a mi representada, teniendo en cuenta que dichas aseveraciones solo 

pueden ser confirmadas por la entidad territorial, quien es el ente que retiene el expediente 

administrativo, adicionalmente, que la parte accionante no anexa si quiera prueba sumaria que 

demuestre el supuesto factico, por lo tanto, nos acogemos a lo que se pruebe en el proceso. 
  

SEGUNDO: No le consta a mi representada, teniendo en cuenta que dichas aseveraciones solo 

pueden ser confirmadas por la entidad territorial, quien es el ente que retiene el expediente 

administrativo, por lo tanto, nos acogemos a lo que se pruebe en el proceso. 
 

TERCERO: No le consta a mi representada, teniendo en cuenta que dichas aseveraciones solo 

pueden ser confirmadas por la entidad territorial, quien es el ente que retiene el expediente 

administrativo, por lo tanto, nos acogemos a lo que se pruebe en el proceso. 
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CUARTO: No le consta a mi representada, teniendo en cuenta que dichas aseveraciones solo 

pueden ser confirmadas por la entidad territorial, quien es el ente que retiene el expediente 

administrativo, por lo tanto, nos acogemos a lo que se pruebe en el proceso. 
 

QUINTO: No le consta a mi representada, teniendo en cuenta que dichas aseveraciones solo 

pueden ser confirmadas por la entidad territorial, quien es el ente que retiene el expediente 

administrativo, por lo tanto, nos acogemos a lo que se pruebe en el proceso. 
 

SEXTO: No es cierto: teniendo en cuenta la documentación que se anexa con el respectivo 

traslado, no se evidencia, remisión o radicación ante mi representada de reclamación 

administrativo respecto a una sanción moratoria a favor del docente. 
 

SEPTIMO: No es un hecho, es una apreciación subjetiva realizado por la actora, por lo tanto, 

nos acogemos a lo que se pruebe en el proceso. 
 

III. FUNDAMENTO DE DEFENSA 

 

Como fundamento de esta defensa se tienen el siguiente recuento normativo y jurisprudencia que 

se pasa a exponer:  

 

SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 

 

La Ley 100 de 1993, exceptuó del Sistema Integral de Seguridad Social contenido en ella, a los 

docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal como lo expresa 

en su artículo 279:  
 

ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en 

la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía 

Nacional, ni al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel 

que se vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no 

remunerados de las Corporaciones Públicas. 
 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores que 

se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto se 

expida. 
 

Por ello, las prestaciones sociales del magisterio se gobiernan por las disposiciones de la Ley 91 

de 1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”. 
 



 
 

 
                                
 

                       

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

 

 
 
 
 
  

Esta situación jurídica se reiteró con las Leyes 60 de 1993 y Ley 115 de 1994, que definieron el 

régimen prestacional aplicable a los docentes nacionales o nacionalizados, así:  
  

Ley 60 de 1993, artículo 6º:  
  
“El régimen prestacional aplicable a los actuales docentes nacionales o nacionalizados que se 

incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de continuidad y las nuevas 

vinculaciones será el reconocido por la Ley 91 de 1989, y las prestaciones en ellas reconocidas 

serán compatibles con pensiones o cualquier otra clase de remuneraciones. El personal docente 

de vinculación departamental, distrital y municipal será incorporado al Fondo Nacional de 

Prestaciones del Magisterio y se les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva 

entidad territorial. 
 

Ley 115 de 1994, artículo 115: 

 

“Régimen especial de los educadores estatales. El ejercicio de la profesión docente estatal se 

regirá por las normas del régimen especial del Estatuto Docente y por la presente Ley. El régimen 

prestacional de los educadores estatales es el establecido en la Ley 91 de 1989, en la Ley 60 de 

1993 y en la presente ley”… 
 

Al respecto, la Ley 91 de 1989 señaló en su artículo 15, que el reconocimiento de las prestaciones 

sociales de los docentes nacionales vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, se efectuará de 

acuerdo con el régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial; en tanto 

que, para los docentes nacionalizados vinculados a partir del 1 de enero de 1990, se rigen por las 

normas vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, reguladas anteriormente 

por los Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978. 
 

En este sentido, dispuso:  

 

“ARTÍCULO 15.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 

nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las 

siguientes disposiciones: 
  

1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 

1989, para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen 

prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con 

las normas vigentes. 
  

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para 

efectos de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes 

aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 

de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones 

consagradas en esta Ley.” 
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IV.  EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

INEPTA DEMANDA 

 

Se hace necesario realizar un estudio frente a los requisitos para presentar la demanda estipulados 

en el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, el cual reza: 

 

“Artículo 162. Contenido de la demanda: Toda demanda deberá dirigirse a quien sea 

competente y contendrá: 
 

1. La designación de las partes y de sus representantes. 

 

2. Lo que se pretenda, expresada con precisión y claridad. Las varias pretensiones 

se formularían por separado, con observancia de lo dispuesto en este mismo Código 

para la acumulación de pretensiones. 
  

3. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, debidamente 

determinados, clasificados y numerados.  

 

4. Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de 

un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de 

las su violación.  

 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso, este 

deberá aportar todas las documentales que se encuentran en su poder. 

 

6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea necesaria para determinar la 

competencia. 

   

7. El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien demanda recibirán las 

notificaciones personales. Para tal efecto, podrán indicar también su dirección electrónica. “ 

(negrillas mías) 

 

 Así mismo, el artículo 165 de la referida ley indica: 

 

“Artículo 165. Acumulación de pretensiones: En la demanda se podrán acumular 

pretensiones de nulidad, de nulidad y de restablecimiento del derecho, relativas a con-

tratos y de reparación directa, siempre que sean conexas y concurran los siguientes 

requisitos:  
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1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando se acumulen 

pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, será competente para conocer de ellas 

el juez de la nulidad. Cuando en la demanda se afirme que el daño ha sido causado por 

la acción u omisión de un agente estatal y de un particular, podrán acumularse tales 

pretensiones y la Jurisdicción Contencioso Administrativa será competente para su co-

nocimiento y resolución.  
 

2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como 

principales y subsidiarias. 
 

3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas. 
 

4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento. “(negrillas mías) 
 

Del estudio realizado a la demanda, se tiene que el demandante ha planteado pretensiones ex-

cluyentes entre sí, al solicitar de manera principal que se le reconozca y pague las cesantías 

anualizadas  y el pago de la sanción mora, de modo que el proceso carecería del presupuesto 

legal de demanda en forma,  pues no se puede solicitar el reconocimiento de una sanción cuando 

no le ha sido reconocido el pago de las cesantías. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, me permito presentar al despacho la excepción previa de inepta 

demanda de conformidad con los parámetros normativos de la Ley 1564 de 2012 y la Ley 1437 

de 2011 encaminada a que la misma debe adecuarse conforme los requisitos formales que per-

mitan su análisis, conllevando esto a una terminación anticipada del proceso. 
 

Por lo anteriormente expuesto, insto al despacho para que se de prosperidad a la excepción 

planteada por este apoderado decretando la terminación del proceso. 
 

PRESCRIPCIÓN 

En relación a la prescripción extintiva del derecho para casos en los cuales se realiza la 

reclamación de la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías, el Consejo de Estado 

en sentencia 00188 de 2018 del 15 de febrero de 2018 y consejero ponente WILLIAM 

HERNÁNDEZ GÓMEZ estableció: 

“Si bien es cierto se causan en torno a ellas, no dependen directamente de su reconocimiento, ni 

hacen parte de él; pues su causación es excepcional, está sujeta y deviene del incumplimiento u 

omisión del deber legal consagrado a cargo del empleador, están concebidas a título de sanción, 

por la inobservancia de la fecha en que se debe efectuar la consignación de esa prestación”. 

Lo anterior haciendo referencia a que, si bien el reconocimiento de las sanción moratoria está 

vinculada a las cesantías que se le debe pagar al empleado público, dichos derechos no dependen 
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el uno del otro, sino que se causan de forma independiente, por lo cual no es factible establecer 

que la sanción moratoria no tienen prescripción alguna por derivarse del pago prestacional de las 

cesantías. Al respecto en la sentencia 00188 de 2018, se expresa: 

“Como hacen parte del derecho sancionador y a pesar de que las disposiciones que introdujeron 

esa sanción en el ordenamiento jurídico, no consagran un término de prescripción, no puede 

considerarse un derecho imprescriptible, pues bien es sabido que una de las características del 

derecho sancionador es que no pueden existir sanciones imprescriptibles”. 

De lo anterior se desprende que se le dé aplicación a lo establecido en el artículo 151 del Código 

de procedimiento laboral, establece el término de prescripción para la sanción moratoria de la 

siguiente forma: 

Artículo 151. Prescripción: Las acciones que emanen de las leyes sociales 

prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya 

hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el {empleador}, 

sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción 

pero sólo por un lapso igual.  

De ahí que el Consejo de Estado en sentencia 00188 de 2018, afirma que:  

La razón de aplicar esta disposición normativa y no el término prescriptivo consagrado 

en los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 196915, previamente citados, consiste en 

que tales decretos en forma expresa señalan que la prescripción allí establecida, se 

refiere a los derechos de que tratan las referidas normas, entre los cuales no figura 

la sanción moratoria, pues para la época de su expedición, la sanción aludida no hacía 

parte del ordenamiento legal, la que solo fue creada a partir de la consagración del 

régimen anualizado de las cesantías, en virtud de la Ley 50 de 1990. […]» (Subraya 

de la Subsección). 

Por lo anterior, no se comparte el argumento del a quo al resolver la excepción de 

prescripción según el cual «[…] al no existir prescripción respecto de las cesantías, 

tampoco lo habrá de la sanción moratoria, por ser ésta consecuencia del pago tardío 

de la primera […]», porque la sanción moratoria se causa de forma autónoma, por el 

solo incumplimiento del plazo legal para el pago de las cesantías. Es decir, no se 

supedita al pago efectivo de las cesantías. 

En aplicación del criterio antes expuesto, se establece que la sanción moratoria es prescriptible y 

se le aplica lo previsto en el artículo 151 del C.P.L, por lo cual, se solicita que se declare la 

configuración del fenómeno prescriptivo de la sanción moratoria solicitada por la parte 

demandante. 

Que para el caso en concreto encontramos que el derecho al pago de la cesantía y su 

correspondiente sanción moratoria,- si llegase a encontrarse asidero jurídico para su 
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condena – se encuentra PRESCRITO ya que se evidencia que el accionante NO procedió 

a interrumpir a lo sumo, la prescripción, respecto a las pretensiones que hoy (MAS DE 

VEINTE AÑOS DESPUES) pretende hacer valer, haciendo alusión que el derecho (si lo 

hubo) se hizo exigible desde el día 15 de Febrero de 1994, día siguiente en la cual, el 

ente territorial tenia plazo para la consignación de las cesantías. 

Teniendo en cuenta lo anterior y, según el relato factico relacionado por la parte 

demandante, podemos inferir que solo hasta el 24 de abril de 2018 (MAS DE VEINTE 

AÑOS DESPUES), el accionante, por medio de su apoderado reclama 

administrativamente el pago de las cesantías correspondientes a los años 1995 y 1996, 

la sanción moratoria contenida en la Ley 1071 de 2006, situación a lo sumo VIOLATORIA 

de la normatividad, ya que queda demostrado que trascurrieron más de tres años desde 

que el derecho se hizo exigible, situación que corrió la misma suerte en su pretensión 

de sanción moratoria, ya que, por su naturaleza de MULTA, no corresponde a un derecho 

de orden laboral ni periódico. 

COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

El artículo 15 de la Ley 91 de 1989  en su numeral 3, señaló los requisitos para la liquidación de 

cesantías, estableciendo que las mismas no son retroactivas, como ya se indicó en el párrafo que 

antecede y las mismas se encuentran prescritas desde el año  1998 y 1999 respectivamente. 

 

Argumento por el cual no hay lugar a que se ordene un reconocimiento y  pago alguno por concepto 

de cesantía y sanción mora cuando ello es inexistente. 

 

V.  PETICIONES 

 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo 

el trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO.- Negar las pretensiones de la demanda. 
SEGUNDO.- Declarar probadas las excepciones propuestas.  
TERCERO.- En consecuencia dar por terminado el proceso.  
CUARTO.- Que se condene en costas y agencias en derecho a la parte demandante. 
 

VI. PRUEBAS 

 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

VII. ANEXOS 

 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 
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VIII. NOTIFICACIONES 

 

- EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL las recibirá por intermedio de la Señora 

Ministra de Educación, en la Calle 43 # 57-14, Centro Administrativo Nacional (CAN), 

Bogotá D.C., y/o en el correo o dirección electrónica, exclusivamente para notificaciones 

judiciales:    notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co. 

- EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA 

FIDUPREVIORA en la secretaria de su despacho o en Calle 72 N° 10 – 03 piso 4, y/o en 

los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co , 

notjudicial@fiduprevisora.com.co .  

-  Y el suscrito apoderado, las recibiré en la secretaria de su despacho o en Calle 72 N° 10 

– 03 piso 4, y/o en el correo electrónico procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co; 

notjudicial@fiduprevisora.com.co y t_dbarreto@fiduprevisora.com.co 

 

Del señor Juez. 

 

 

 

_________________________________ 

DIEGO STIVENS BARRETO BEJARANO 

C.C 1.032.362.658 de Bogotá 

T.P 294653 del C.S.J. 

Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG - Vicepresidencia Jurídica 
Calle 72 No. 10-03  

Bogotá, Colombia 
Elaboró: Diego Barreto Bejarano /Aprobó: Ginna Marines 
 

“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-

mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted 

puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene 

la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus 

Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. 

Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del 

App “Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 



 
 
 
                                                      

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

ZONA 3                                                                                                         

 

Señor(es): 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META 
MAGISTRADO: Héctor Enrique Rey Moreno 

E.   S.    D. 

 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
                         Radicado:                                                     50001233300020190044400 
                         Convocante(s) y/o Demandante(s):        LUIS URIAS VILLAR GUTIERREZ 
                         Convocado(s) y/o Demandado(s): LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y/o  

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO  

 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad de apoderado 
de: 
 

1. LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, representada por el Doctor LUIS GUSTAVO 
FIERRO MAYA Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a través de la Resolución No. 
015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, 
lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y demás normas concordantes;  conforme al Poder General otorgado 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del circulo de Bogotá, aclarada 
por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá, finalmente  
aclarada por la escritura pública No. 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada en la notaria 28 del circulo de Bogotá. 

 
y/o 

  
1. FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General otorgado por su 
Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura Pública a Escritura Pública No. 
064 del 31 de enero de 2019, escritura publica No. 1589 del 27 de diciembre de 2018, y Escritura Pública No. 0044 del 25 de 
enero de 2019, todas protocolizadas  en la Notaría Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C.  
 
 

Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a mi conferido al abogado DIEGO STIVENS BARRETO BEJARANO Identificado civil y 

profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no 

obstante lo anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios a favor del 
apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General del Proceso 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
 Acepto: 
 

 

 

 
DIEGO STIVENS BARRETO BEJARANO 
C.C 1.032.362.658 de Bogotá 
T.P 294653 del C.S.J. 






































































